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La Legislatura de la provincia de Entre Ríos

Sanciona con fuerza de 

Ley 

 

Artículo 1º.- Derogase el inciso 3º del artículo 2º de la Ley Nº 10.197. ​
Artículo 2º.- Derogase los artículos 7, 8, 9, 10 y 11 de la Ley Nº 10.197. ​
Artículo 3º.- Derogase el “Título VIII Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes” del Código Fiscal (T.O. 2006). ​
Artículo 4º.- Derogase el “Título X Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes” de la Ley Impositiva Nº 9.622.
Artículo 5º.- De forma.
FUNDAMENTOS
Con la sanción de la Ley Nº 10.197, del año 2013, se creó el Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes, el cual tiene como finalidad financiar el Programa de Desarrollo de la Infraestructura Social de Entre Ríos (PRODISER). La ley plantea que el objeto del PRODISER es el de promover la construcción de viviendas sociales y la ejecución de obras y actividades conexas a las mismas, destinadas a la población vulnerable, de escasos recursos y carentes de vivienda digna, que habiten en el territorio provincial.

El Gobierno Provincial, impulsor de la Ley, fundamentó la misma en el hecho de que se financia el nuevo programa de construcción de viviendas para los sectores más postergados de la sociedad, cobrando un impuesto a quienes se enriquecen incrementando su patrimonio por haber recibido una herencia, donación o legado, sin haber realizado ningún esfuerzo para ello.
Respecto a discusión meramente tributaria del impuesto, podría considerarse que viola el principio de no confiscatoriedad, debido a que, si se le adicionan otros impuestos, principalmente nacionales, que gravan a los bienes en cuestión, se supera el 33 % establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en reiteradas oportunidades.
El Dr. Roberto Lerena, especialista en derecho tributario, en un artículo publicado en la Revista Lex, del Colegio de Abogados de Entre Ríos, explicó cuatro razones por las cuales el impuesto a la herencia español comenzó a ser criticado: 1) porque no cumple sus funciones de redistribución y búsqueda de igualdad efectiva; 2) supone una doble imposición, ya que grava unas rentas y bienes que ya fueron sometidos a tributación mientras estaban en manos del causante o donante; 3) porque la enorme diferencia de cargas fiscales entre una comunidad (provincias en Argentina) y otra genera que los ciudadanos deslocalicen sus patrimonios y actividades productivas; y 4) porque al ser un gravamen que recae sobre las clases medias, como estas no pueden configurar sus patrimonios para que no sean alcanzados por el impuesto o acceder a determinadas ventajas fiscales, el impuesto termina recayendo sobre ellas y no sobre los sectores más pudientes. Estas razones son totalmente extensibles y aplicables al impuesto provincial.
Por otro lado, el Dr. Lerena manifiesta que la recaudación del tributo en cuestión no es significativa para las arcas del fisco. Lo que se puede observar si se analizan los Ingresos Tributarios para el año 2016, los que alcanzan un total de 34.004.477.000 $, correspondiendo al Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes un total de 30.747.000 $, lo que representa únicamente el 0,090 % de los ingresos anuales.
Hay que resaltar que el impuesto es claramente injusto, ya que al gravar la transmisión gratuita de bienes presupone que el receptor de los bienes se está enriqueciendo, aunque, sin embargo, el impuesto perjudica a las clases medias, trabajadores y pequeños productores que quieren iniciar un juicio sucesorio o disponer de sus bienes a través de una donación o anticipo de herencia, ya que muchas veces, deben vender los bienes para obtener liquidez para abonar los montos del impuesto.
Asimismo, hay otras cuestiones que hacen necesaria la eliminación del tributo en cuestión. Es así que debo hacerme eco de los reclamos del Colegio de Abogados de la Provincia, quienes manifiestan que, desde la sanción de la Ley 10.197, se ha visto reducido el inicio de juicios sucesorios o que los que se iniciar no llegan a efectivizar las trasmisiones de bienes, todo ello con el fin de eludir la obligación del pago del tributo; hecho que deviene en una merma en la actividad profesional de los abogados matriculados en la provincia.
También hay que tener en cuenta que la Ley enuncia una serie de presunciones de gratuidad, las cuales se contradicen a las reglas que aplica el Estado Nacional, por la cual la AFIP presupone que detrás de todo acto gratuito se esconde la simulación de un acto oneroso. La ATER, con la Ley 10.197, establece una presunción exactamente contraria a lo enunciado. 

Del mismo modo, se puede criticar la constitucionalidad de la Ley ya que, por un lado, que se graven bienes radicados en otras provincias, y, por otro, que no correrán los plazos de prescripción de las facultades de determinación impositiva de ATER, violando las potestades tributarias provinciales y lo establecido en el Código Civil y Comercia en materia de prescripción.
Por los fundamentos expuestos, es que solicito a los Sres. Legisladores acompañen el presente Proyecto de Ley.
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